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1. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO 8508 LEY 8/1989. de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos.

D1SPOSICION FINAL

JUAN CARLOS R.
El Pre~¡denle de! Gobierno.

FEliPE GONZALEZ MARQUEZ

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación
en el «Boletín Oficial del Estado».

Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades que guarden

y hagan guardar esta Ley Orgánica.

Palacio de la Zarzuela, Madrid, a 13 de abril de 1989.

El importante esfuerzo realizado en los años citados para refundir,
sistematizar y oi-denar la presencia de estos tributos en nuestro sistema
tributario no ha podido ,mpedir, sin embargo, que la regulación de las
tasas continúe ofreciendo una dispersión y complejidad que dificulta su
conocimiento y aplicación, incidiendo, por tanto, en la seguridad
jurídica de los administrados, ni tampoco que se arrastren todavía
ciertas manifestaciones parafiscales.

Es patente, además, que nuestra entrada en la Comunidad Econó­
mica Europea y las exigencias derivadas de ello para nuestro país, en
materia de armonización fiscal, han influido directamente en el peculiar
mundo de las tasas y sobre todo en sus relaciones de compatibilidad y
exclusión con el Impuesto sobre el Valor Añadido que rechaza las tasas
de estructura equivalente a la de un impuesto sobre ventas.

La entrada en vigor de la Constitución y la Jurisprudencia del
Tribunal Constitucional sobre el principio de legalidad tributaria han
incidido notablemente en la configuración del sistema tributario español
implantado a partir de 1979, pero no han tenido proyección apenas en
la regulación de las tasas, cuya legislación básica es preconstitucional.

Por todo ello resulta conveniente afrontar la revisión de esta
legislación, insertándola en el nuevo marco juridico creado por la
Constitución Española, de fonna que las tasas puedan ocupar un lugar
efectivo entre los ingresos no financieros de los Entes públicos, absoluta­
mente concentrados en estos momentos más que en la figura del tributo
en general, en la del impuesto. Sólo de esta manera puede aspirarse a
conseguir una estructura más diferenciada de los lOgresos públicos
coactivos, que haga recaer sobre los beneficiarios directos de ciertos

El proceso de ordenación de las tasas en la historia fiscal española no
puede decirse que haya sido sencillo ni siquiera que se encuentre
tenninado. Ello se debe a causas complejas y sobradamente conocidas,
derivadas de la génesis, características y peculiar función que estos
tributos cumplieron en el sistema tributario, en la financiación de los
Entes públicos dotados de cierta autonomía dentro de la estructura del
Sector Público e, incluso, en la política retributiva de los funcionarios
públicos.

A partir de 1958 aparecen, sin embargo, una serie de disposiciones
de muy diversa naturaleza que avanzan notablemente en la reconduc­
ción de la tasa -y de su utilización- a los parámetros propios de la
técnica presupuestaria y fiscal. Entre ellas cabe destacar la Ley de Tasas
y Exacciones Parafiscales de 26 de diciembre de 1958, la Ley de Reforma
del Sistema Tributario de 11 de junio de 1964 y la fundamental Ley de
Retribuciones de los Funcionarios de la Administración Civil del
Estado, de 4 de mayo de 1965, que acabaron con la parafiscalidad
española al establecer la aplicación de Jos principios de legalidad e
integración presupuestaria de los tributos y exacciones parafiscales.

Posteriormente, el Real Decreto-ley 26/1977, de 24 de marzo,
suprimió una treintena de antiguas tasas o exacciones parafiscales,
transvasó otras diez al régimen de precios O recursos propios de
Organismos Autónomos y realizó algunas refundiciones.

También, como consecuencia de la entrada en vigor de la Ley
30/1985, de 2 de agosto, del Impuesto sobre el Valor Añadido, se han
derogado otras diez antiguas exacciones o cánones parafiscaJes.

En esta misma linea de racionalización y simplificación del sistema
de tasas hay que anotar la supresión en los últimos tiempos de una serie
de ellas por las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, así como
la supresión de las Tasas judiciales por la Ley 25/1986, de 24 de
diciembre.

JUAN CARLOS 1,

REY DE ESPAÑA

EXPOSICION DE MOTIVOS

1

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en

sancionar la siguiente Ley:

JI

LEY ORGANICA 111989. de 13 de abril. por la que se da
nueva redacción a los artrculas 4.° J, )' 7. 0 1 y 2, de la
Ley Orgdnica 8/1980, de 22 de septiembre. de Financiación
de las Comunidades AUfónomas.
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A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en

sancionar la siguiente Ley Orgánica:

Articulo primero

. El <l;rtí~~lo 4.°1, de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de
FmanCIaClOn de las Comumdades Autónomas, queda redactado en los
siguientes términos:

«A.rticulo 4.° 1. De confonnidad con el apartado 1 del artículo
15? de la Constitución, y sin peIjuicio de lo establecido en el resto del
articulado, los recursos de las Comunidades Autónomas estarán consti­
tuidos por:

a) Los ingresos procedentes de su patrimonio y demás de derecho
privado.

b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.
c) Los tributos cedidos, total o parcialmente, por el Estado.
d) Los recargos que pudieran establecerse sobre los impuestos del

Estado.
e) Las participaciones en los ingresos del Estado.
t) El producto de las operaciones de crédito.
g) El producto de las multas y sanciones en el ámbito de su

competencia.
h) Sus propios precios públicos.»

Arttculo segundo

E! artic.ulC??ol y 2, de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre,
de FmanClaCJOn de las Comumdades Autónomas, queda redactado en
los siguientes ténninos:

«Artículo 7.° L Las Comunidades Autónomas podrán establecer
tasas por la prestación de semcios o la realización de actividades que
se refieran, afecten o beneficien a los sujetos pasivos cuando concurran
las dos siguientes circunstancias:

a) Que sean de solicitud O recepción obligatoria por los administra­
dos.

b) Que no puedan prestarse o realizarse por el sector privado por
cuanto impliquen intervención en la actuación de los particulares o
cualquier otra manifestación del ejercicio de autoridad o porque en
relación a dichos serviCios, esté establecida su reserva a favor del se'ctor
publico confonne a la normativa vigente.

2. Cuando el Estado o las Corporaciones Locales traspasen a las
Comunidades Autónomas funciones en cuya ejecución {) desarrollo
presten servicios o realicen actividades gravadas con tasas, éstas se
considerarán como tributos propios de las respectivas Comunidades.»


